INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EL REINTEGRO PARCIAL DE LOS PEAJES PAGADOS EN VÍAS CONCESIONADAS POR VEHÍCULOS PESADOS Y ESTABLECE FACULTADES PARA FACILITAR LA FISCALIZACIÓN SOBRE COMBUSTIBLES.


BOLETÍN Nº2.592-15.


________________________________________________________________





HONORABLE CÁMARA:


Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informaros acerca del proyecto de ley, iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, que establece el reintegro parcial de los peajes pagados en vías concesionadas por vehículos pesados y establece facultades para facilitar la fiscalización sobre combustibles.  Su urgencia ha sido calificada de "suma" en todos sus trámites.


El proyecto tiene por finalidad:


- La rebaja de los peajes, la que se efectuará en forma gradual, llegando a una reducción máxima del 20% en el año 2005.  Esa cantidad será reintegrada directamente a los transportistas, sin involucrar a las sociedades concesionarias en dicha transferencia de recursos.  Al respecto, el proyecto dispone que los transportistas podrán recurrir trimestralmente a la Tesorería General de la República con los comprobantes de pago de peajes y solicitar el reintegro por el porcentaje de descuento que corresponda a la fecha en que se pagó tal servicio.


- Establecer facultades para la adecuada fiscalización de combustibles.


Para el estudio del proyecto, la Comisión contó con la asistencia y la colaboración del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Carlos Cruz Lorenzen; del Subsecretario de Transportes, señor Patricio Tombolini Véliz; del Jefe del Departamento Legal de la Subsecretaría, señor Lautaro Pérez Contreras; del asesor legislativo de la Subsecretaría, señor Patricio Bell Avello; del Presidente de la Federación Gremial Nacional de Buses del Transporte de Pasajeros Rural, Interregional, Interurbano e Internacional (Fenabus), señor Marcos Carter Bertolotto; del Gerente de esa entidad, señor Danny Herrera Laubscher, y del asesor de la misma, señor Ramón Wolde Canto.


Además, se deja constancia de que, para el estudio de este proyecto, el Diputado señor García, don René Manuel, fue reemplazado por el Diputado señor Vilches, don Carlos.





I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.


En el mensaje se indica que durante los distintos gobiernos de la concertación se ha impulsado un programa de inversión privada en infraestructura a través del sistema de concesiones, que a la fecha compromete inversiones por más de US$4.000 millones de dólares. En dicho programa destaca la construcción de la doble vía en la Ruta 5 entre La Serena y Puerto Montt.


Se plantea que, en este sistema, el costo de inversión y mantención de las carreteras es solventado por los usuarios a través de peajes. 


Añade que los gremios del transporte, no obstante compartir la política de concesiones, han estimado que, para los camiones y buses que hacen uso habitual de las carreteras entregadas en concesión y que, por tanto, hacen pago de estas tarifas, el cargo de un impuesto específico al petróleo “diesel” constituye un pago adicional por un mismo uso.


La iniciativa indica que la recaudación que se obtiene por el impuesto específico al “diesel” constituye un aporte necesario para solventar el alto gasto público en este sector, puesto que, de los 80 mil kilómetros de caminos, sólo 3 mil kilómetros serán concesionados, quedando el resto siempre a cargo del Estado. 


Por último, se establece que en el pago del impuesto al “diesel” se produce una gran evasión y elusión, debido a que la carga de este impuesto sólo afecta a los transportistas.








II. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley Nº18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose por tales las contenidas en el mensaje.


De acuerdo con esto último, las ideas matrices son:


a) Establecer el reintegro de un porcentaje del peaje pagado por los buses y camiones de dos o más ejes en las vías interurbanas dadas en concesión, y


b) Fiscalizar la utilización del “diesel” industrial en los vehículos de transporte de pasajeros o de carga.








III. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO-CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


No los hay.








IV. ARTÍCULOS DEL PROYECTO QUE, EN CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 220 DEL REGLAMENTO, DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


La Comisión determinó que los artículos 1º y 3º del proyecto deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.





V. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO DE LEY.


A la discusión en general del proyecto habida en el seno de vuestra Comisión concurrió el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Carlos Cruz, quien expuso el parecer del Ejecutivo respecto de la iniciativa en informe.


Explicó que este proyecto de ley tiene por objeto dar cumplimiento a un compromiso que adquirió el Gobierno del Presidente Frei en octubre de 1999 con el gremio del transporte terrestre, consistente en reconocer las nuevas características que ha asumido la red vial en Chile.  En efecto, buena parte de la red estructurante ha sido entregada en administración al sector privado y, como parte de las compensaciones a las inversiones que el sector privado ha realizado en ella, ha incluido el cobro de una tarifa.  Eso ha generado la necesidad de modificar el impuesto específico al combustible “diesel”, el cual originalmente tenía por propósito financiar la mantención de la red carretera nacional.


Luego de una larga discusión habida el año pasado, se convino un procedimiento que significó reconocer el aumento de costo que para los transportistas representa el uso de una red tarificada y el consiguiente traspaso de recursos al sector privado para la mantención de esa red.  Ese aumento de costo no se justifica, ya que el impuesto específico al combustible “diesel” tenía ese objeto.  En consecuencia, surgió la necesidad de buscar un mecanismo de compensación de ese mayor costo.


Habida consideración de las dificultades encontradas para la reducción del impuesto específico, algunas de tipo práctico y otras medioambientales, se estimó pertinente una reducción en el cobro de las tarifas pagadas en las rutas dadas en concesión.


Indicó que en el acuerdo original se estableció que la reducción de esa tarifa iba a ser reintegrada a las empresas concesionarias.  En la discusión realizada durante el actual Gobierno, se consideró que la reducción del cobro de la tarifa aplicada a las empresas concesionarias iba a tener una serie de inconvenientes prácticos, principalmente en relación con el financiamiento de esas empresas y los acuerdos que hubieran contraído.  Así, se consideró conveniente que el descuento en la tarifa adopte la forma de un reintegro a los transportistas en el mismo porcentaje convenido en el acuerdo de 1999.


Reiteró que el proyecto de ley materializa un acuerdo contraído por el Gobierno anterior, reconoce el mayor costo que actualmente representa para los transportistas su operación en la red tarificada, reintegra el dinero directamente a los usuarios de esa red, implica una fórmula operativa que permite hacer aplicable el procedimiento de reintegro con relativa facilidad y obliga a los propios transportistas a cumplir gradualmente con mayor formalización las prestaciones de sus servicios, en cuanto se podrá conocer con exactitud la cantidad de veces que utilizan cada plaza de peaje.


Esta iniciativa forma parte de una política de transporte que el Ministerio ha tratado de llevar a cabo, que contempla un diseño especial para el transporte de carga, que considera básicamente tres aspectos, en el entendimiento de que el transporte de carga tiene por propósito ser un aporte significativo al aumento sustantivo de productividad en el país y, por esa vía, mejorar la capacidad competitiva a través de una dismi-nución progresiva de costos y de una mejora en los servicios que se prestan.  Buena parte del producto exportable de Chile es perecible y se deteriora en los trayectos entre las zonas de producción y las de embarque.  A paliar esa pérdida quiere contribuir el Gobierno mediante el mejoramiento de los sistemas de transporte de carga.  Para eso se está trabajando en tres áreas.


Primero, se trabaja en la generación de un parque de transporte que se adecue a los requerimientos que el país enfrentará en el futuro.  Eso significa no sólo facilitar el acceso a la compra de vehículos de transporte, sino, por el contrario, facilitar la creación de un parque a cargo de transportistas debidamente capitalizados que puedan mejorar tecnológicamente los servicios de transporte del país.  Esto se materializa en el proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Transporte de Carga Terrestre.


En segundo lugar, esta nueva política de transporte busca crear las condiciones para que el transporte pueda desplazarse en óptimas condiciones.  El Estado ha hecho un esfuerzo importante para atraer capital privado a las vías estructurantes, a los puertos y a los aeropuertos.  Esto contribuirá decididamente a mejorar la productividad.  Una compensación a ese mejoramiento son los peajes que cobran las empresas concesionarias de las vías, puertos y aeropuertos, de manera de refinanciar sus inversiones.


La tercera área de trabajo es la relativa al estudio de la disminución de los costos operativos del transporte.  Si se quiere contar con un sistema de transportes que contribuya al desarrollo nacional, que permita aumentos de productividad, deben crearse las condiciones para que el sector del transporte preste sus servicios a un costo razonable.  Esto se puede lograr en la medida en que se reconozcan los costos adicionales en los que incurre el sector de transporte.  No es lo mismo circular por una red entregada en concesión y contribuir a su financiamiento mediante una tarifa que hacerlo por una red no tarificada y financiar su mantención a través de un impuesto.  Habiendo red tarificada con alta concentración de uso, necesariamente deben reducirse los porcentajes que en el pasado correspondían a la mantención de la red estructurante a cargo del Estado, para mantener la ecuación.  Un porcentaje importante del impuesto que pagan los transportistas debe ser recaudado para mantener el 96% de la red vial que ellos mismos usan.


En lo tocante a la modalidad de cobro, señaló que es más fácil imaginar un proceso en el cual se les transfiera a las empresas concesionarias la responsabilidad de la recaudación del peaje reducido y sea el Estado el que les pague la parte no percibida directamente por ellas.  Sin embargo, dicho procedimiento ocasiona un problema a las empresas concesionarias que recaudan dinero diariamente, con lo cual pueden cumplir con sus obligaciones.  La posibilidad de que el Estado retribuya a diario es casi imposible.  Por lo tanto, surge el problema de quién se hace cargo de la diferencia financiera.  


Además, desde el punto de vista jurídico, no corresponde incorporar a un tercero a un acuerdo adoptado entre el Estado y el gremio del transporte.  La relación debe ser directa, para lo cual deben utilizarse los organismos del Estado encargados de la fiscalización.


Por otro lado, las empresas concesionarias estiman que ser receptoras de un aporte del Estado es muy similar a ser receptoras de un subsidio, lo cual es algo que difícilmente comprenderán las empresas extranjeras que operan en Chile. Además, los compromisos financieros de esas empresas son observados directamente por los agentes de financiamiento, los que contemplan la estructura tarifaria acordada en el convenio.


Explicó que la aplicación unilateral de una medida de esa naturaleza por parte del Gobierno crearía una dificultad adicional en los contratos de concesión, por cuanto implica una modificación unilateral de los mismos y puede ser calificada como un acto arbitrario del Estado que dificulte su credibilidad.





***


El Presidente de la Federación Gremial Nacional de Buses del Transporte de Pasajeros Rural, Interregional, Interurbano e Internacional (Fenabus), señor Marcos Carter, explicó que la directiva de la Fenabus firmó un acuerdo con el Gobierno según el cual se establece un porcentaje de rebaja por los peajes pagados y esto es lo que la Fenabus va a exigir.


Indicó, además, que tuvieron una reunión con el Presidente de la República, en la cual le plantearon que el reintegro del 20% del peaje se hiciera antes de los cinco años que establece la ley. Agregó que el Presidente estuvo de acuerdo con tal petición.  Por lo tanto, la Fenabus solicita que se haga en un máximo de dos años.


Por último, explicó que en 1999 la Fenabus pidió una rebaja del 50% del impuesto específico al "diesel".  En esa época, la rebaja del 20% del peaje correspondía a una reducción del 30% del impuesto específico y no del 50%.  Estudiadas las condiciones actuales, la devolución del 20% del peaje pagado es mucho menos del 50% del impuesto específico al petróleo.  Además, ese impuesto se reajusta diariamente, puesto que se mide en unidades tributarias mensuales, las que se reajustan según el índice de precios al consumidor.  Otro inconveniente es que el precio del petróleo continúa en alza, por lo que, en la práctica, se trata de una doble reajustabilidad.


Dado que el Gobierno no quiere reducir el impuesto específico y que la Fenabus no quiere una confrontación, se ha optado por respetar el acuerdo, aun cuando sea menos de lo solicitado hace un año.


***


El asesor de la Federación Gremial Nacional de Buses del Transporte de Pasajeros Rural, Interregional, Interurbano e Internacional (Fenabus), señor Ramón Wolde, planteó que, el 5 de octubre recién pasado, la asamblea de la Federación Gremial acordó formular las siguientes observaciones al proyecto.


Primero, que la carga tributaria que soporta la actividad del transporte pesado es bastante cuantiosa respecto de otras actividades.  Al no ser contribuyentes del impuesto al valor agregado, son consumidores finales de ese impuesto sobre todos sus insumos y gastos generales, por lo que no pueden descontarlo.  Además, soportan el impuesto específico al petróleo "diesel".  Por cada litro de combustible soportan más del 41% de impuesto.  A eso hay que agregar el impuesto a la renta, el permiso de circulación y los peajes.  La situación es complicada.  El sector tiene un alto nivel de endeudamiento bancario.  Esta situación debe tenerse en consideración para que el 20% de la rebaja en los peajes pagados en las vías entregadas en concesión sean reintegrados en el plazo de dos años: el 10% durante 2001 y el 20% a partir de 2002.


Segundo, el proyecto de ley se refiere al reintegro de las tarifas pagadas en las plazas de peajes interurbanas instaladas en las concesiones actualmente otorgadas, pero no se refiere a las vías que se entreguen en concesión en el futuro.  En efecto, el artículo 1°, inciso primero, se refiere a los peajes pagados en las obras públicas viales otorgadas en concesión “a la fecha de publicación de esta ley”.  Además, no se refiere a las plazas de peaje a cargo del Ministerio de Obras Públicas.


En tercer lugar, el proyecto de ley establece que el reintegro se efectuará en los meses de abril, julio, octubre y enero.  Pide que la devolución se haga mensualmente, ya que no se divisa el motivo para que se haga trimestralmente, puesto que el pago de los transportistas es diario.  Además, solicita que el reintegro se haga de forma más directa, por ejemplo, mediante una rebaja en la declaración mensual contra cualquier tipo de impuesto de retención o pagos provisionales mensuales.  El Servicio de Impuestos Internos sería el encargado de fiscalizar este mecanismo.


Finalmente, propone que el beneficio también alcance a las empresas que efectúan transporte internacional de pasajeros y no sólo a las de transporte público rural o interurbano, como dice el proyecto, puesto que aquellas también incurren en gastos de peajes dentro del territorio nacional.


- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes en la sala de la Comisión, señora Caraball y señores Delmastro, Hernández, Pareto, Van Rysselberghe, Vilches y Venegas.








VI. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.


El proyecto en informe consta de cuatro artículos permanentes, a saber:





ARTÍCULO 1º.


Este artículo establece quiénes serán los beneficiarios del reintegro de peajes y los requisitos que deben cumplir.


En este beneficio pueden participar las empresas de transporte de carga o de pasajeros que sean propietarias o arrendatarias con opción de compra de vehículos pesados.


El artículo precisa que por vehículos pesados se entenderá los buses que presten servicios de transporte público rural o interurbano y los camiones de un peso bruto vehicular igual o superior a 3.860 kilogramos.


Dispone, además, un requisito adicional para tener derecho al beneficio, el que será exigible a partir del 1 de enero del año 2006 y que condiciona el derecho al beneficio a partir de esa fecha.  Esto consiste en que los beneficiarios antes descritos y sus respectivos vehículos deberán estar adscritos a un sistema de cobro electrónico de peajes, normado por el Ministerio de Obras Públicas.


Por otra parte, regula la naturaleza, el porcentaje y la gradualidad del beneficio.


El beneficio consiste en un reintegro, por parte del fisco, de un porcentaje de las sumas pagadas por concepto de peajes.


El reintegro sólo procede por concepto de los peajes que reúnan dos condiciones copulativas: 


a) que se hayan pagado en plazas interurbanas, y


b) que se hayan pagado a los concesionarios de obras viales entregadas en concesión.


El monto del reintegro será el equivalente a un porcentaje de las sumas pagadas por concepto de peajes.  El porcentaje aumentará gradualmente, comenzando en el 4% durante el año 2001, para llegar al 20% a partir del año 2005.


El beneficio se aplicará respecto de las sumas pagadas por concepto de peajes a partir del 1 de enero de 2001 ó del primer día siguiente a la fecha de publicación de la ley, si esto ocurre después.


Además, señala la forma de pago del beneficio.


El reintegro del pago de peajes se efectuará a través de la Tesorería General de la República.  De esa manera, en los meses de abril, julio, octubre y enero de cada año, se reintegrarán las cantidades que correspondan a los peajes pagados en los tres meses anteriores, según el porcentaje vigente para dicho período.


Finalmente, establece la reglamentación y fiscali-zación del sistema.


Los aspectos relativos al reintegro y a los plazos serán establecidos por decreto del Ministerio de Hacienda, mientras que la fiscalización del beneficio, así como la facultad de dictar instrucciones para su correcta aplicación, corresponderán al Servicio de Tesorerías.


---------------


Artículo 1°.- Las empresas de transporte de carga o de pasajeros que sean propietarias o arrendatarias con opción de compra de vehículos pesados, tendrán derecho al reintegro por parte del fisco de un porcentaje de las sumas pagadas por dichos vehículos, por concepto de peajes en las correspondientes plazas interurbanas, a los concesionarios de las obras públicas viales otorgadas en concesión a la fecha de publicación de esta ley, mediante el sistema establecido en el decreto supremo Nº900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N°164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991.


*La Diputada señora Caraball y los Diputados señores Delmastro, Hernández, Pareto y Vilches, formularon una indicación para eliminar, en el inciso primero, la expresión “a la fecha de publicación de esta ley”.


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.





Para los efectos de esta ley, se entenderá por vehículos pesados a los buses que presten servicios de transporte público rural o interurbano y a los camiones de un peso bruto vehicular igual o superior a 3.860 kilogramos. 


*La Diputada señora Caraball y los Diputados señores Delmastro, Hernández, Pareto, Van Rysselberghe, Venegas y Vilches, formularon una indicación para intercalar, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “interurbano”, los vocablos “o internacional”.


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada sin debate, por la unanimidad de los Diputados presentes.





El derecho a reintegro regirá respecto de los peajes pagados a partir del 1 de enero del año 2001, o del primer día del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, si ello fuere posterior. Su porcentaje se ajustará al siguiente calendario de aplicación gradual:


Entre el 1 de enero de 2001 o la fecha de vigencia de esta ley, según corresponda, y el 31 de diciembre del año 2001:�



4%�
�
Entre 1 de enero y el 31 de diciembre del año 2002:�
8%�
�
Entre 1 de enero y el 31 de diciembre del año 2003:�
12%�
�
Entre 1 de enero y el 31 de diciembre del año 2004:�
16%�
�
A partir del 1 de enero del año 2005:�
20%.�
�



*La Diputada señora Caraball y los Diputados señores Hernández y Pareto formularon una indicación para reemplazar el inciso tercero por el siguiente:


“El derecho a reintegro regirá respecto de los peajes pagados a partir del 1 de enero de 2001 o del día siguiente a la fecha de publicación de esta ley, si ello fuere posterior.  Su porcentaje se ajustará al siguiente calendario de aplicación gradual:


Entre el 1 de enero de 2001 o la fecha de vigencia de esta ley, si fuere posterior, y el 31 de diciembre de 2001�



7%�
�
Entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2002�
14%�
�
A partir del 1 de enero de 2003�
20%.”�
�
- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por cuatro votos a favor y tres en contra.





*Los Diputados señores Delmastro, Venegas y Vilches, formularon una indicación para substituir la parte final del inciso tercero por la siguiente:


“Entre el 1 de enero de 2001 o la fecha de vigencia de esta ley, si fuere posterior, y el 31 de diciembre de 2001�



10%�
�
Entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2002�
20%.”�
�
- Puesta en votación la indicación, fue rechazada por tres votos a favor y cuatro en contra.





A partir del 1 de enero del año 2006, sólo tendrán derecho al beneficio de reintegro a que se refiere esta ley los contribuyentes señalados en el inciso primero que se adscriban con sus vehículos a un sistema de cobro electrónico de peajes debidamente normado por el Ministerio de Obras Públicas. 





*La Diputada señora Caraball y los Diputados señores Delmastro, Hernández, Pareto, Venegas y Vilches formularon una indicación para reemplazar, en el inciso cuarto, el guarismo “2006” por “2004”.


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada sin debate por cinco votos a favor y una abstención.





El reintegro se efectuará por el Servicio de Tesorerías, sin reajuste, en los meses de abril, julio, octubre y enero, y se calculará aplicando a las sumas pagadas por peajes dentro de los tres meses calendario anteriores, debidamente acreditadas, el porcentaje vigente a la fecha en que el vehículo circuló por la respectiva plaza de peaje. 





*La Diputada señora Caraball y los Diputados señores Delmastro, Hernández, Pareto, Venegas y Vilches formularon una indicación para modificar el inciso quinto como sigue:


a) intercalar, entre las palabras “efectuará” y “por”, el vocablo “mensualmente”;


b) eliminar la frase “en los meses de abril, julio, octubre y enero”, y


c) reemplazar la frase “dentro de los tres meses calendarios anteriores” por la frase “dentro del mes anterior”.


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.





Los contribuyentes deberán informar al Servicio de Tesorerías sobre el número de una cuenta bancaria, corriente, a la vista o de ahorro, en la cual se abonarán las cantidades de dinero que les correspondan por concepto del reintegro.


Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda se determinará la forma y plazos del reintegro a los contribuyentes.


Corresponderá al Servicio de Tesorerías fiscalizar el beneficio de reintegro, debiendo impartir las instrucciones y fijar las formalidades a las cuales deberán ajustarse los contribuyentes beneficiarios y las respectivas sociedades concesionarias, para efectos de la correcta aplicación de lo señalado en los incisos precedentes.


- Puesto en votación el artículo 1°, con las indicaciones incorporadas, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.





ARTÍCULO 2º.


Mediante este artículo se tipifica y sanciona como delito el abuso del beneficio, esto es, la percepción indebida que se efectúe en forma maliciosa.


---------------


Artículo 2°.-  El que, a sabiendas, perciba indebidamente el reintegro a que se refiere el artículo anterior será sancionado en la forma prevista en el inciso segundo del N°4 del artículo 97 del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N°830, de 1974.


Sin perjuicio de lo anterior, determinado administra-tivamente por el Servicio de Tesorerías que el reintegro se percibió indebidamente, este Servicio deberá emitir un cargo para el cobro del reintegro así percibido, para lo cual será aplicable lo dispuesto en el artículo 53 y en el Título V del Libro III del Código Tributario. 


- Puesto en votación el artículo 2°, fue aprobado, sin discusión, por la unanimidad de los Diputados presentes.





ARTÍCULO 3º.


Esta norma regula la utilización de un mecanismo que permita diferenciar químicamente el petróleo “diesel” que se utiliza en la industria del que se utiliza en el transporte.


Las normas para establecer este mecanismo y su utilización serán fijadas por el Ministerio de Hacienda, con informes del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


De este modo, el proyecto señala que, luego de implementado el mecanismo diferenciador, no procederá la recuperación del impuesto específico al “diesel” que regula la ley Nº18.502, respecto del petróleo “diesel” destinado al transporte.


La recuperación indebida del referido impuesto configurará el delito establecido en el artículo 97 del Código Tributario.


---------------


Artículo 3°.-  Corresponderá al Ministerio de Hacienda, previo informe del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y del Servicio de Impuestos Internos, establecer las normas que permitan diferenciar químicamente, para efectos de control, el petróleo “diesel” que se utiliza en la industria del que se utiliza en vehículos motorizados que transitan por las calles, caminos y vías públicas.  Dichas normas serán establecidas mediante decreto del Ministerio de Hacienda, el que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción.


En caso de aplicarse la diferenciación del petróleo “diesel” para la industria, la recuperación de impuesto prevista en el artículo 7° de la ley N°18.502 no procederá respecto del petróleo “diesel” identificado como destinado para el uso del transporte. 


El contribuyente del impuesto al valor agregado establecido en el título II del decreto ley N°825, de 1974, que a sabiendas recupere el impuesto aplicado al petróleo “diesel” destinado a transporte, incurrirá en el delito previsto y sancionado en el inciso segundo del N°4 del artículo 97 del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N°830, de 1974, y se sujetará al procedimiento establecido en los artículos 162 y siguientes de dicho Código.


- Puesto en votación el artículo 3°, fue aprobado, sin discusión, por la unanimidad de los Diputados presentes.





ARTÍCULO 4º.


Por este artículo se faculta al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción para disponer la utilización de trazadores en el kerosene.  Tal facultad se ejercerá mediante decreto y previo informe de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


Por último, se encomienda la fiscalización de esta disposición a la misma Superintendencia, conforme a sus atribuciones legales.


---------------


Artículo 4°.- El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción podrá disponer, mediante decreto y previo informe de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, la utilización de trazadores en el kerosene. 


Corresponderá a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles la fiscalización del cumplimiento de esta disposición y la aplicación de las sanciones que pudieren proceder.”


- Puesto en votación el artículo 4°, fue aprobado, sin discusión, por la unanimidad de los Diputados presentes.





Constancias reglamentarias.


Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:


- No hay artículos que deban ser calificados como normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado.


- Los artículos 1º y 3º deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


- Hay una indicación rechazada.


- La aprobación en general del proyecto se efectuó por la unanimidad de los Diputados presentes.





VII. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO.


En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones os recomienda la aprobación del siguiente





PROYECTO DE LEY.


“Artículo 1°.- Las empresas de transporte de carga o de pasajeros que sean propietarias o arrendatarias con opción de compra de vehículos pesados, tendrán derecho al reintegro por parte del fisco de un porcentaje de las sumas pagadas por dichos vehículos, por concepto de peajes en las correspondientes plazas interurbanas, a los concesionarios de las obras públicas viales otorgadas en concesión mediante el sistema establecido en el decreto supremo Nº900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N°164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por vehículos pesados a los buses que presten servicios de transporte público rural, interurbano o internacional y a los camiones de un peso bruto vehicular igual o superior a 3.860 kilogramos. 


El derecho a reintegro regirá respecto de los peajes pagados a partir del 1 de enero de 2001 o del día siguiente a la fecha de publicación de esta ley, si ello fuere posterior.  Su porcentaje se ajustará al siguiente calendario de aplicación gradual:


Entre el 1 de enero de 2001 o la fecha de vigencia de esta ley, si fuere posterior, y el 31 de diciembre de 2001�



7%�
�
Entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2002�
14%�
�
A partir del 1 de enero de 2003�
20%.�
�
A partir del 1 de enero del año 2004, sólo tendrán derecho al beneficio de reintegro a que se refiere esta ley los contribuyentes señalados en el inciso primero que se adscriban con sus vehículos a un sistema de cobro electrónico de peajes debidamente normado por el Ministerio de Obras Públicas.


El reintegro se efectuará mensualmente por el Servicio de Tesorerías, sin reajuste, y se calculará aplicando a las sumas pagadas por peajes dentro del mes anterior, debidamente acreditadas, el porcentaje vigente a la fecha en que el vehículo circuló por la respectiva plaza de peaje.


Los contribuyentes deberán informar al Servicio de Tesorerías sobre el número de una cuenta bancaria, corriente, a la vista o de ahorro, en la cual se abonarán las cantidades de dinero que les correspondan por concepto del reintegro.


Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda se determinará la forma y plazos del reintegro a los contribuyentes.


Corresponderá al Servicio de Tesorerías fiscalizar el beneficio de reintegro, debiendo impartir las instrucciones y fijar las formalidades a las cuales deberán ajustarse los contribuyentes beneficiarios y las respectivas sociedades concesionarias, para efectos de la correcta aplicación de lo señalado en los incisos precedentes.


Artículo 2°.-  El que, a sabiendas, perciba indebidamente el reintegro a que se refiere el artículo anterior será sancionado en la forma prevista en el inciso segundo del N°4 del artículo 97 del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N°830, de 1974.


Sin perjuicio de lo anterior, determinado administra-tivamente por el Servicio de Tesorerías que el reintegro se percibió indebidamente, este Servicio deberá emitir un cargo para el cobro del reintegro así percibido, para lo cual será aplicable lo dispuesto en el artículo 53 y en el Título V del Libro III del Código Tributario.


Artículo 3°.-  Corresponderá al Ministerio de Hacienda, previo informe del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y del Servicio de Impuestos Internos, establecer las normas que permitan diferenciar químicamente, para efectos de control, el petróleo “diesel” que se utiliza en la industria del que se utiliza en vehículos motorizados que transitan por las calles, caminos y vías públicas.  Dichas normas serán establecidas mediante decreto del Ministerio de Hacienda, el que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción.


En caso de aplicarse la diferenciación del petróleo “diesel” para la industria, la recuperación de impuesto prevista en el artículo 7° de la ley N°18.502 no procederá respecto del petróleo “diesel” identificado como destinado para el uso del transporte.


El contribuyente del impuesto al valor agregado establecido en el Título II del decreto ley N°825, de 1974, que a sabiendas recupere el impuesto aplicado al petróleo “diesel” destinado a transporte, incurrirá en el delito previsto y sancionado en el inciso segundo del N°4 del artículo 97 del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N°830, de 1974, y se sujetará al procedimiento establecido en los artículos 162 y siguientes de dicho Código.


Artículo 4°.- El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción podrá disponer, mediante decreto y previo informe de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, la utilización de trazadores en el kerosene.


Corresponderá a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles la fiscalización del cumplimiento de esta disposición y la aplicación de las sanciones que pudieren proceder.”





Se designó Diputado Informante al señor Samuel Venegas Rubio.





SALA DE LA COMISIÓN, a 16 de octubre de 2000.























Tratado y acordado, conforme se consigna en el acta de la sesión de fecha 11 de octubre de 2000, con la asistencia de los Diputados Pareto, don Luis (Presidente); Caraball, doña Eliana; Delmastro, don Roberto; Hernández, don Miguel; Letelier, don Juan Pablo; Van Rysselberghe, don Enrique; Venegas, don Samuel, y Vilches, don Carlos.




















PATRICIO ALVAREZ VALENZUELA


Secretario de la Comisión.
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